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LA REGULACION DEL PROCESO FINAL DE LA VIDA 

 

 

En España no existe una Ley Básica específica sobre el final de la vida. La 

regulación del proceso final de la vida de un paciente en España, está 

resumida, en la actualidad, en dos vertientes: por una parte, en la 

tipificación como delito de la eutanasia y el suicidio asistido, fijado en la 

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal; y por otra, en 

la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, que regula la autonomía del paciente y 

sus derechos. Solo ocho autonomías, cuentan con regulación al respecto.  

 

Lo que sí está regulado tanto en una Ley Básica y en todas las 

comunidades desde hace años es la posibilidad de realizar las 

denominadas instrucciones previas o voluntades anticipadas.  

 

Andalucía, fue la pionera en 2010, Aragón y Navarra, que la siguieron en 

2011, Canarias, Baleares y Galicia, que han aprobado las suyas en 2015, y 

el País Vasco en el 2016, con Madrid, en el 2017 con la Ley de Derechos y 

Garantías de las Personas en el proceso final de la vida. 

 

Todas ellas, con textos muy parecidos, inciden en que su fin es proteger la 

dignidad de la persona en el proceso de su muerte y asegurar la autonomía 

de los pacientes y el respeto a su voluntad, incluyendo la manifestada de 

forma anticipada mediante instrucciones previas. 

 

La andaluza, la aragonesa, la navarra y la canaria mencionan expresamente 

la palabra “eutanasia” para negar que esta sea el objeto de la regulación 

en su exposición de motivos. 

 

Señalan que el rechazo al tratamiento, la limitación de las medidas de 

soporte vital -la alimentación artificial, por ejemplo- y la sedación paliativa 

no pueden considerarse eutanasia. 
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“Dichas actuaciones nunca buscan deliberadamente la muerte, sino aliviar 

o evitar el sufrimiento, respetar la autonomía del paciente y humanizar el 

proceso de morir y de la muerte”, recoge, por ejemplo, la ley andaluza. 

 

Todas ellas recogen como un derecho del paciente rechazar una 

intervención médica propuesta por los sanitarios aunque ello pueda poner 

en peligro su vida y como deber del sanitario respetar esta voluntad. 

 

La gallega, afirma en su artículo 3, que la limitación del esfuerzo terapéutico 

“forma parte de la buena práctica” y “no es una decisión opcional sino una 

obligación moral y normativa de las y los profesionales”. 

 

La limitación del esfuerzo terapéutico se define, expresamente, como 

“retirar o no iniciar medidas terapéuticas porque el profesional sanitario 

estima que, en la situación concreta del paciente, son inútiles o fútiles, ya 

que tan solo consiguen prolongarle la vida biológicamente, pero sin 

posibilidad de proporcionarle una recuperación funcional con una calidad 

de vida mínima (…) Permite la muerte en el sentido que no la impide, pero 

no la produce o causa”. 

 

La Ley Madrileña regula los derechos y garantías de las personas en el 

proceso de morir, que comprende las situaciones terminal y de agonía, 

cuyas definiciones favorecen la seguridad jurídica al obviar dudas sobre 

su interpretación. Se contempla el rechazo al uso inadecuado de medidas 

de soporte vital, la limitación del esfuerzo terapéutico y los cuidados 

paliativos integrales. 

 

Las leyes autonómicas españolas recogen también el derecho a la 

sedación paliativa, aunque en la de Baleares la limita a la “sedación en la 

agonía”. La sedación paliativa, conforme está definida es la 

“administración de fármacos, en las dosis y combinaciones requeridas, 

para reducir la conciencia de la persona en situación terminal o de agonía, 

para aliviar adecuadamente uno o más síntomas refractarios -aquel que no 

puede ser adecuadamente controlado- previo consentimiento informado”. 
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A través del documento de instrucciones previas “una persona mayor de 

edad, capaz y libre, manifiesta anticipadamente su voluntad, con objeto de 

que ésta se cumpla en el momento en que llegue a situaciones en cuyas 

circunstancias no sea capaz de expresarlos personalmente, sobre los 

cuidados y el tratamiento de su salud o, una vez llegado el fallecimiento, 

sobre el destino de su cuerpo o de los órganos del mismo”.   

 

Las instrucciones previas constituyen una manifestación de la autonomía 

del paciente, manifestación ésta que no acaba en el consentimiento 

informado, prestado con carácter previo a cualquier actuación en el ámbito 

de la salud. No obstante, el paciente, en previsión de esta situación, puede 

haber manifestado ya su voluntad acerca de los cuidados y el tratamiento, 

y si consta fehacientemente en un documento escrito, esta instrucción 

previa resultará vinculante en el momento en que se cumplan sus 

presupuestos fácticos. 

 

El contenido de las instrucciones previas debe versar únicamente sobre 

los cuidados o tratamiento médicos, y llevado el fallecimiento, sobre el 

destino de su cuerpo o de sus órganos. Sus límites  son los propios de la 

autonomía del paciente, y por ello la Ley 41/2002   niega eficacia vinculante 

a las instrucciones contrarias al ordenamiento jurídico. Resulta lógico que 

no pueda disponerse para el futuro lo que resulta indisponible en el 

momento presente.  

 

También se niega eficacia a las instrucciones contrarias a la lex artis, 

respecto de lo cual jugará un papel importante el transcurso del tiempo 

desde el otorgamiento de estas instrucciones y su aplicación, pues lo que 

en un momento anterior era un medio asistencial extraordinario, por el 

progreso médico puede haberse convertido con el paso del tiempo en un 

tratamiento médico ordinario y esencial. 

 

Estas instrucciones van dirigidas a los médicos o servicios asistenciales, 

y para hacerlas efectivas puede designarse un representante. Pueden ser 
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revocadas en cualquier momento, aunque se precisan las mismas 

condiciones de capacidad que para su otorgamiento, y que también quede 

constancia de ella por escrito. 

 

Las instrucciones previas en definitiva constituyen una manifestación de 

la autonomía del paciente, manifestación ésta que no acaba en el 

consentimiento informado, prestado con carácter previo a cualquier 

actuación en el ámbito de la salud. Y esta autonomía personal 

manifestando su voluntad acerca de los cuidados y el tratamiento en su 

relación clínica en el proceso final de su vida, si consta fehacientemente 

en un documento escrito, esta instrucción previa resultará vinculante en el 

momento en que se cumplan sus presupuestos fácticos. 

 


